
 

 
 

QUE REFORMA Y ADICIONA DIVERSAS DISPOSICIONES DE LAS LEYES DE ASOCIACIONES RELIGIOSAS Y CULTO 

PÚBLICO, Y GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, A CARGO DE LA DIPUTADA VERÓNICA 

BEATRIZ JUÁREZ PIÑA, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PRD 

La que suscribe, Verónica Beatriz Juárez Piña, diputada a la LXIV Legislatura del honorable Congreso de la 

Unión, integrante del Grupo Parlamentario del Partido de la Revolución Democrática, con fundamento en los 

artículos 71, fracción II, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 6, numeral 1, fracción I, 

77 y 78 del Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta honorable asamblea la presente 

iniciativa con proyecto de decreto por el que se reforma la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público y la 

Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

Planteamiento del problema 

En nuestro país, la lucha histórica iniciada en el siglo XIX por la conquista de las libertades de pensamiento generó 

grandes contradicciones entre los poderes eclesiásticos y la ciudadanía liberal que, como resultado, derivó en la 

conformación de un México cada vez más plural y más comprometido con las libertades. En la actualidad, el papel 

del Estado (y el de los titulares de sus diversos órganos) como árbitro imparcial frente a la pluralidad de opiniones, 

puntos de vista y prácticas de corte religioso, tiene como condiciones indefectibles el reconocimiento de la 

diversidad de tendencias y pensamientos y una postura ajena a cualquier creencia o dogma religioso. Un estado 

laico es condición necesaria para garantizar la libre opción y el derecho de toda persona, en lo individual o en lo 

colectivo, de elegir y practicar la religión de su preferencia, o bien el de no adoptar ni ejercer creencia religiosa 

alguna. Es por ello que debemos garantizar que el ejercicio público no contenga ningún matiz de carácter religioso 

para garantizar la plena libertad de pensamiento. 

Argumentación 

1. La libertad de pensamiento, de conciencia y la de creencia son parte sustancial de los derechos humanos. La 

Declaración Universal de los Derechos Humanos, en su artículo 18, indica lo siguiente: 

“Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión; este derecho incluye la 

libertad de cambiar de religión o de creencia, así como la libertad de manifestar su religión o su creencia, 

individual y colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la 

observancia.”
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El mismo derecho está recogido en el artículo 27 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos que entró 

en vigor en 1976 y que ha sido signado por 167 naciones, entre ellas México. 

2. Para garantizar el derecho a las libertades de pensamiento y de creencia, en muchos países del mundo ha 

avanzado el carácter laico del estado, que aboga por la neutralidad que el estado debe sostener frente a cualquier 

posición o valoración a favor o en contra del fenómeno religioso. Para ello, resulta necesario que se disponga la 

separación de las iglesias y el estado en las constituciones y leyes fundamentales de cada país, así como el que se 

excluya de las mismas el reconocimiento oficial a alguna o algunas religiones. 

3. El papel del estado (y el de los titulares de sus diversos órganos) como árbitro imparcial frente a la pluralidad de 

opiniones, puntos de vista y prácticas de corte religioso, tiene como condiciones indefectibles el reconocimiento de 

la diversidad de tendencias y pensamientos y una postura ajena a cualquier creencia o dogma religioso. Un estado 

laico es condición necesaria para garantizar la libre opción y el derecho de toda persona, en lo individual o en lo 

colectivo, de elegir y practicar la religión de su preferencia, o bien el de no adoptar ni ejercer creencia religiosa 

alguna. 



 

 
 

4. El concepto de estado laico no es antirreligioso o anticlerical, sino que es primordialmente neutral respecto tanto 

a las creencias religiosas de las personas, como a la decisión de quienes no adoptan ni practican credo alguno. 

5. Las Leyes de Reforma y la Constitución de 1857 dispusieron la separación del Estado y la Iglesia en nuestro 

país, lo que fue ratificado por el Constituyente revolucionario al expedirse la Constitución de 1917. 

6. Estudiosos de este fenómeno, como Lucila Domínguez Narváez, nos hacer ver que la participación política de 

los líderes religiosos se prohíbe y se sanciona en la tradición constitucional mexicana porque afecta la separación 

de los ámbitos político y religioso, pues tendería a la adopción por el Estado de la ideología religiosa de un grupo 

determinado, en perjuicio de la libertad de pensamiento del conjunto de los ciudadanos. En el mismo sentido, si 

quien ejerce el poder se alinea en su actuación pública a los valores y dogmas de una doctrina religiosa, favorecerá 

negativamente a dicha creencia específica, pues su desempeño será incompatible con la igualdad de derechos de 

todos los seres humanos en materia de libertad de creencias.
2
 

7. La reforma constitucional de 1992, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 28 de enero de ese año, se 

abocó a dos aspectos fundamentales: 

Primero. Se confirmó la separación entre el Estado y las iglesias, para lo cual se dispuso la prohibición a los 

ministros de culto para que intervinieran en los asuntos políticos, dejando igualmente prohibido el que se opongan 

a las leyes del país, en tanto que se mantuvieron en manos de las autoridades administrativas los actos del estado 

civil. Igualmente, se reconoció la personalidad jurídica de las asociaciones religiosas y se preservó su vida interna. 

Segundo. Se revalidó el reconocimiento a la libertad de cultos, garantizando la celebración del culto en los templos 

y, previo permiso, en el exterior de los mismos, a la vez que se reguló la figura de los ministros de culto. 

8. La Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público se publicó en el Diario Oficial de la Federación el 15 de julio 

de 1992 para reglamentar la reforma constitucional de la materia. En ella se dispuso que la autoridad reguladora de 

la misma fuera la Secretaría de Gobernación y se establecieron los procedimientos para que dicha autoridad llevara 

a cabo el registro de las asociaciones religiosas, de sus ministros de culto, templos e inmuebles dedicados al culto. 

Se estableció además el régimen sancionatorio de las infracciones en que pudieran incurrir las asociaciones 

religiosas y sus ministros de culto. 

9. La reforma constitucional de diciembre de 2012 incorporó el término “laica” en la definición de la República 

Mexicana. Quedó así establecido en la Constitución lo siguiente: 

“Artículo 40 Es voluntad del pueblo mexicano constituirse en una República representativa, democrática, laica 

y federal...” 

Si bien en las reformas de ese año se reformuló la redacción del artículo 24 constitucional, perfeccionándose la 

libertad de conciencia y de religión, ampliándose en ese plano a la libertad de convicciones éticas, se mantuvo 

intocada la regulación de las asociaciones religiosas contenida en el artículo 130. 

10. En años recientes, el proceso sancionador previsto en la ley de la materia se ha aplicado para sancionar 

actuaciones indebidas en asuntos políticos por parte de los ministros de culto y de las asociaciones religiosas. 

Asimismo, en adminiculación con las leyes electorales, se han ventilado por las autoridades y los tribunales 

electorales casos en los que se sancionó a candidatos a cargos de elección popular por realizar proselitismo en 

eventos de culto o distribuir propaganda con motivos religiosos en sus campañas, lo que incluso llevó a la 

anulación de comicios municipales y de diputados. 



 

 
 

11. Sin embargo, también se han presentado casos en los que personas que ostentan cargos como servidores 

públicos incurren en violaciones al estado laico. No se trata sólo de uno u otro partido político, pues han sido 

infractores funcionarios de gobiernos emanados de todos o de la mayoría de los partidos políticos y 

lamentablemente, en fechas recientes, este tipo de fenómenos se ha extendido y agudizado. 

12. Como se dijo arriba, la ley en la materia contiene el proceso sancionador de las infracciones en que incurran las 

asociaciones religiosas y los ministros de culto, pero es omisa en cuanto a las infracciones que en esta materia 

cometan los servidores públicos. Esta es una laguna legal que la presente iniciativa busca remediar, de modo que se 

consolide y fortalezca el carácter laico del Estado. 

13. Esta iniciativa propone incorporar un título sexto a la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público, que 

regule lo referente a las infracciones en que incurran los servidores públicos y las sanciones a que se hagan 

acreedores, en los siguientes términos: 

• En un capítulo primero, se establece la tipología de infracciones que los servidores públicos pueden cometer 

con conductas que se aparten de esta ley. 

• Así se enlistan como infracciones: el convertir un acto religioso en reunión de carácter político u oficial; el 

concurrir con carácter oficial a eventos públicos de culto religioso; el convocar, organizar o participar en eventos 

de culto religioso en inmuebles destinados al servicio público; el fundamentar o motivar decisiones, acuerdos, 

oficios o resoluciones que emita en su carácter de servidor público, en conceptos o referencias de tipo religioso o 

alusiones a la divinidad; el promover alguna o algunas creencias religiosas como religión o moral oficial; el 

condicionar la prestación de servicios públicos a la pertenencia de los usuarios a algún credo religioso o su 

concepto moral; el no dar parte a las autoridades policíacas o de procuración de justicia cuando tengan 

conocimiento de la comisión de delitos cometidos por ministros de culto en ejercicio de su culto o en sus 

instalaciones; y las demás que se establecen en la ley y en otros ordenamientos aplicables. 

• Se establece que el procedimiento sancionador por infracciones de servidores públicos, iniciando con la queja 

que podrá ser interpuesta por cualquier ciudadano y se estará a lo establecido en la Ley General de 

Responsabilidades Administrativas. 

14. En cuanto al impacto presupuestal de esta iniciativa, no se omite señalar que el mismo es prácticamente 

inexistente, pues tanto el procedimiento sancionador del ámbito administrativo como el proceso jurisdiccional que 

se disponen en esta reforma, descansan en órganos y procesos ya existentes. 

15. El acoso al estado laico del que hoy somos testigos nos obliga a su denodada defensa. La prevalencia del 

carácter laico del estado es una tarea primordial para el mantenimiento y fortalecimiento de la democracia, no sólo 

en su noción electoral, sino en su sentido vital. Ni la mayoría electoral que se expresó en las elecciones federales de 

2018, ni los índices de popularidad que arrojan las encuestas de opinión, justifican el que se atropelle la libertad de 

pensamiento y de creencia. 

16. El estado laico es una conquista que debe defenderse si se quiere la sobrevivencia y el fortalecimiento de la 

democracia. Representa la oportunidad para que, en la neutralidad de éste, pueda generarse y llevarse a cabo, con 

libertad, el progreso de la cultura y de la convivencia de quienes quizá tengan creencias y cosmogonías diversas, 

pero están unidos en los objetivos de un mejor desarrollo que beneficie a todos. 

Es por todo lo anterior que, plenamente comprometida con la construcción de un estado laico y democrático, se 

somete a la consideración de esta asamblea el siguiente proyecto de 



 

 
 

Decreto 

Primero. Se adiciona la Ley de Asociaciones Religiosas y Culto Público el título sexto, para quedar como sigue: 

(...) 

Título Sexto 

De las infracciones de los servidores públicos 

Capítulo Primero 

De las infracciones, quejas y sanciones a los servidores públicos 

Artículo 37. Constituyen infracciones a la presente ley, por parte de los servidores públicos: 

I. Convertir un acto religioso en reunión de carácter político u oficial; 

II. Concurrir con carácter oficial a eventos públicos de culto religioso; 

III. Convocar, organizar o participar en eventos de culto religioso en inmuebles destinados al servicio público, 

tales como las sedes de los poderes municipales, locales o federales, oficinas de dependencias gubernamentales, 

escuelas y hospitales públicos, o cualesquiera otras; 

IV. Fundamentar o motivar decisiones, acuerdos, oficios o resoluciones que emita en su carácter de servidor 

público, en conceptos o referencias de tipo religioso o alusiones a la divinidad; 

V. Promover alguna o algunas creencias religiosas como religión o moral oficial; 

VI. Condicionar la prestación de servicios públicos a la pertenencia de los usuarios a algún credo religioso o su 

concepto moral; 

VII. No dar parte a las autoridades policíacas o de procuración de justicia cuando tengan conocimiento de la 

comisión de delitos cometidos por ministros de culto en ejercicio de su culto o en sus instalaciones; 

VIII. Las demás que se establecen en la presente ley y en otros ordenamientos aplicables. 

Artículo 38. Los procedimientos se iniciarán a petición de los ciudadanos, quienes podrán interponer denuncia por 

infracciones de servidores públicos a esta ley, mediante escrito dirigido la Secretaría de Gobernación o al órgano 

interno de control de la secretaría o dependencia correspondiente. Las autoridades investigadoras podrán hacerlo de 

oficio, sin necesidad de mediar escrito alguno. 

El conocimiento de las quejas interpuestas y la aplicación de las sanciones a servidores públicos, se sujetará a lo 

establecido en la Ley General de Responsabilidades Administrativas. 

Segundo. Se adiciona un artículo 50 Bis a la Ley General de Responsabilidades Administrativas para quedar como 

sigue: 



 

 
 

Artículo 50 Bis. Serán consideradas faltas administrativas las contenidas en el artículo 37 de la Ley de 

Asociaciones Religiosas y Culto Público, siempre y cuando no exista daño patrimonial para el Estado, en cuyo 

caso se estará a lo dispuesto por la presente ley. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Notas 

1 ONU (2019). Declaración Universal de los Derechos Humanos, Resolución 217 A, 10/12/1948. Consultada en: 

http://www.un.org/es/universal-declaration-human-rights/  

2 Domínguez Narváez, L. (2014). Expresiones de ministros de culto en materia político-electoral. México: Ed. TEPJF, Serie 

Temas Selectos de Derecho Electoral No. 43, pp. 15-16. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 8 de abril de 2019. 

Diputada Verónica Beatriz Juárez Piña (rúbrica) 
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